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y que se les. asimile a la Hacienda Pública en punto a la aplicación
de lo dispuesto en los arts. 44. 4S y 46 de la Ley General Presupuestaria
(apartado 7 ilr fine de la Disposición adicional vigésimo segunda de
la Ley 4611985. de 27 de diciembre. y del·art. 13 de la Ley 3311987.
de-23 de diciembre). La administración por las Mutuas de unos ingresos
-las primas de accidentes de tra"blijo aportadas por Jos empresarios
asociados- Que integran el patrimonio de la Seguridad Social y están
afectados al cumpümiento de los fmes de ésta. y su colaboración en
una limitada parcela de la gestión de la Seguridad Soc:ial no desvi.rtUa
la nítida diferenciación existente entre éstas y las Entidades gestoras
de la Seguridad Social en lo atinente a naturaleza. finalidad y régimen
jurldico.

Esta radical desigualdad de los supuestos de hecho comparados
obliga a concluir que la aplicación por los órganos judiciales de lo
dispuesto en el arto 921 de la Ley de Enjuiciamiento Civil no vulneró
tampoco el art. 14 de la CE.

. Por lo demáS,.al margen de que las particularidades de ese tra·
tamiento especifico puedan afectar a otros bienes o derechos cons-.
titucionalmente protegidos. del cuestionarniento de la -regla especifica
establecida en favor de las Entidades gestoras de la Seguridad Social.

Sala Segunda. Sentencia 115/1992. de 14 de septiembre.
Recurso de amparo 1. 726/1989. Contra Auto de la Audien­
cia Territorial de Barcelona. recaído en recurso de ape.
loción contra Sentencia del Juzgado de Primera Instancia
número 4 de dicha ciudad, en autos sobre .resolución de
COntrato de arrendamiento de local de negocios. así como
contra Sentencia del Tribimal Supremo recaída en recurso
de casación contra el dtado Auto. Supuesta vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: subsanación no
id6nea de./afalta de consignación advenida.

La SaJa Segunda del Tribunal Constitucional compuesta por don
Luis· L6pez Guerra. Presidente. don Alvaro Rodriguez Bereijo. don
José Gabaldón López. don Julio González Campos y don Caries Viver
Pi-Sunyer. Magistrados, ha pronunciado

"EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el=deamparo núm. 1.726/1989. promovido por la Entidad
mercantil cBuxeda. Sociedad AnónUnlU. representada por el Procurador
de los Tribunales don Aquiles uttrich Dotti y asistida por el Letrado
don Juan Jor¡¡e Ber¡¡ós Tejero. frente al Auto de la Sala Primera de
lo Civil de la Audiencia Territnrial de Ban:elona, de 4 de febrero de
1987. recaldo en el recuno de apelación núm. 816/1986. contra la
Sentencia· diCtada por el Juzgado de· Primera Instancia número 4 de
dicha ciudad en los autos núms. 875/1982, sobre resolución de contrato
de arrendamiento de local de negocio. frente·a la Sentencia de la
Sala Primera del Tribunal Supremo. de 7 de julio de 1989. recalda
en el recurso de casación núm. 1.325/1987. contra el citado Auto.
En el proceso de amparo han comparecido el Ministerio F'lSCal y la
Entidad mercantil «Inbu. Sociedad An6ninul". repreSentada por el Pro­
curador de los TnDunales don Enrique Sorribes Torra y asistida por
el Letrado don Juan José Fuentes Lastres. Ha actuado como Ponente
el Magistrado don. Luis López Guerra. quien expresa. el parecer de
la Sala.

l. Aa~eDtes

l. Por escrito presentado en el Registro General de este Tribunal
el dia 9 de agosto de 1989. don Aquiles UI1rich Dotti, Procurador
de los Tribunales. en nombre y representación de la Entidad mercantil
«Buxeda. Sociedad Anónima". interpuso recuno de amparo contra el
Auto de la Sala Primera de lo Civil de 'la Audiencia Territorial de
Barcelona., de 4 de febrero de 1987. que declaró mal admitido el recurso
de apelación fonnulado frente a la Sentencia del Juzgado de Primera
Instancia núm. 4 de· Barcelona. de 9 de julio de 1986, dietada en
autos núm. 875/1982, sobre resolución de contrato de arrendamiento
de local de negocio. y -decretó la finneza de la Sentencia· apelada,
así .como contra la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo.
de 7 de julio de 1989. que declaró no haber lugar al recurso de casación
contra el citado Auto.

2. Los hechos C'1 ql.1e se fundamenta la demanda son, en síntesis.
los siguientes: _

a) Ante el Juzgado de Primera Instancia numero 4 de Barcelona
se siguieron autos sobre resolución de contrato de arrendamiento de

en este u otros supuestos. no podria derivarse. como la Entidad recurren·
te en amparo pretende. la extensión generalizada del privilegio con·
siderado contrario al principio de igualdad. de trato. sino su supresión.

FALLO

En atención a todo lo expuesto" el Tribunal Constitucional, POR
LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA N ACIÓN
ESPANOLA.

Ha decidido

Desestimar los presentes reCUrsos de amparo interpuestos por
MAPFRE. Mutua Patronal de Accidentes de Trabajo y Enfermedades
Profesionales de la Segundad Social mimo 61.

Publí~ese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a catorce de septiembre de mil novecientos noventa
y dos.-Luis López Guerra-Alvaro Rodrlguez Bereijo.-José Gavaldón
López.-Julio González Campos y Caries Viver y Pisunyer.-Firmados
y rubricados.

local de negocio por obras inconsentidas, promovidos por la Entidad
mercantil .Jnbo. Sociedad Anónima», contra la ahora demandante de
amparo «Buxcda. Sociedad Anónimat. en los que recayó Sentencía
con fecha 9 de julio de 1986. por la que. estimando integramente
la demanda, se declaró resuelto el contrato de arrendamiento y se
condenó a la demandada a dejar en el plazo legal libre. vacía y expedita,
y a disposición de la arrendadora. la fmea an'Cndada. bajo el aper·
cibimiento de proceder a SU lanzamiento si no 10 efectuare. con expresa
imposición de las costas proc~es.

b) Contra la citada Sentencia interpuso recurso de apelación «Buxe·
~ Sociedad Anónimat. que fue admitido en ambos efectos por pro­
videncia de 17 de julio de 1986. acordándose elevar los autos a la
superioridad. previo emplazamiento de las, partes.. Frente a dicha pro­
videncia formuló recurso de reposición dnbu. Sociedad Anónima»,
alegando el incumplimiento por la apelante del requisito establecido
en el arto 148.2 de la LAU. que fue desestimadO por Auto del Juzgado
de Primera Instancia, de 4 de septiembre de 1986.

e) Comparecidas las partes ante -la Sala Primera de lo Civil de
la Audiencia Territorial de Barcelona, dnbu. Sociedad AnÓnimallo. soli­
citó en su escrito de comparecencia. en aplicación de los arts. 1.566
de la L.E.e. y 148.2 de la LAU. que se dietase Auto declarando
desierto el recurso de apelación interpuesto por llBuxeda. Sociedad
An6nimlU. por -no haber consignado la apelante las rentas vencidas
y no pagadas o no haber acreditado tenerlas satisfechas al interponer
el recurso.

Dado traslado de dicho escrito a «Buxeda. Sociedad Anónim8Jlo,
se-opuso ésta a la petición de-Ia parte contraria alegando, en síntesis.
que no ostentaba la condición de arre~dataria al haber traspasado el
local arrendado a un tercero -«BuJ'IUCSS·Industria, Eléctrica, Sociedad
Anónimilll-. por lo que no podía afectarle la obligación de pago o
consignación que establece el arto 148.2 de la LAU. además de que
el pago de las rentas lo venía cumpliendo puntualmente la nueva
arrendataria.

d) Por providencia de 12 de diciembre de 1986. la Sala requirió
a la apelante para que en el plazo de cinco días abonase las rentas
vencidas o consignase su importe, bajo apercibimiento de declarar la
nulídad del recurso.

«Buxeda. Sociedad Anónima». con fecha de 18 de diciembre de
1986 ·consignó ante la Sala el importe de 1.816.404 pesetas a que
ascendían las rentas vencidas, precisando en su escrito que dicha con·
signación.se efectuaba al único efecto de- cumplir el citado requerimiento
y mantener- er recurso de apelación. pero sin que procediese. hacer
entrega de la cantidad consignada a la apelada. Por nuevo proveido
de 19 de diciembre de 1986. la Sala tuvo por cumplido el requerimiento
efectuado y dio traslado a la parte· apelada del escrito de la apelante.

e) «lnbu. Sociedad. Anónima». eVacuó el traslado conferido median­
te escrito en· el que. tras alegar que fue ya en trámite la demanda
de resolución del contrato de arrendamiento cuando se realizó sin
su consentimiento el traspaso del local arrendado. el cual no reunia
los requisitos exigidos por la LAU. y que habia rechazado el pago
de la renta efectuado por la cesionaria, solicitó se declarase la caducidad
del recurso por no haber consignado la parte apelada en su calidad
de arrendataria las rentas arrendadas al interponer el recurso de ape·
lación. así como por la fonna incorrecta en que posteriormente se
habían consignado las rentas ante la Sala, al no ponerlas a disposición
de la arrendadora.



24 Miércoles 14 octubre 1992 BOE mimo 247. Suplemento

Por PTovidancia de 31 de diciembre de 1986, la Sala acordó transferir
la cantidad consignada por la parte apelante a la Caja -General de
Depósitos a disposición de la Sala y declaró no haber lugar n lo solicitado
por la parte apelada. debiendo proseguir la tramitación del recurso.

f) Interpuesto recurso de suplica contra la citada providencia por
«lnbu. Sociedad Anónima», la Sala. por Auto de 4 de febrero de 1987,
declaró mal admitido el recurso de apelación contra la Sentencia del
Juzgado de Primera Instanda número 4 de Barcelona y. en consecuencia,
decretó la ftrmeza de la Sentencia apelada.

Consideró la Sala como hechos' probados· por la parte apelada que
desde mucho antes de formalizarse el recurso la apelante no estaba
al corriente del pago de las rentas, las cuales no se consignaron hasta
el 18 de diciembre de 1986._y que la renta no había sido pagada
por un tercero, con o sin derechos, puesto que la parte apelada habia
acreditado documentalmente haber rechazado tales pagos por no venir
de la otra parte contratante. Ello asi, estimó la Sala acreditada tila
falta de cumplimiento del deber. imprescindible para la validez formal
del recurso de apelación por la parte apelante, de hallarse al.coniente
en el pago de la renta, en la fecha de formalización del recurso...".
de modo que ..... al haber incumplido el apelante su deber de consignar.
imprescindible para la tramitación del recurso de apelación. hasta el
18 de diciembre de 1986. no ha subsanado tal omisión (aún en el
discutible caso de ser subsanable). al consignar pidiendo expresamente
que no se ponga a disposición del arrendado.• (fundamentos de Derecho
tercero y cuarto). Finalmente. rechazó la Sala el alegato de la parte
apelante de que el local habia sido cedido a un tercero y que por
10 tanto no le incumbía el cumplimiento del requisito establecido en
el arto 148.2 de la LAV. omitiendo pronunciarse sobre las relaciones
que pudiera tener un tercero o Jos derechos que ostente el mismo,
ya que da parte apelante es precisamente la Entidad "Buxeda. Sociedad
Anónima", y ninguna otra persona, por lo que Ja carga procesal. además
de la obligación material de satisfacer la renta mientras no se. haya
pronunciado otra cosa. corria indudablemente a su cargo, y siendo
claro que ha omitido su cumplimiento. procede•. de conformidad con
lo pedido por la parte apelada tenerla por decaída en sus derechos
procesales, acordándose en consecuencia. la nulidad por indebida admi­
sión del recurso de apelación, quedando en consecuencia firme la Sen.
tencia apelada» (fundamento de Derecho quinto).

g) Contra el citado Auto interpuso eBuxeda. Sociedad Anónima».
recurso de casación, alegando, como primer motivo error en la apre­
daci6n de la prueba. ya que en el momento de interponerse el recurso
de apelación no ostentaba la condición de anendalaria. pues ya habia
formalizado en escritura pública el traspaso de local a un tercero, lo
que habia comunicado a la arrendataria,. fJgUrando en autos los citados
documentos; Y. como segundo motivo, la infracCión del art. 148.2 de
la LAD, en cuanto no le afectaba la-ebligaci6nestablecida en el mismo
por no ostentar la condición de arrendataria en el momento de inter­
posición del recurso de apelación.

h) La Sala Primera del Tribunal Supremo. por Sentencia de 7
de julio de 1989. declaró no haber lugar al recurso de casaci6n.

Desestimó la Sala el primero de los motivos casacionales alegados,
por no haber sido objeto del litigio la validez o ineficacia del traspaso
del local BITendado, pretendiéndose por la recurrente santificar una
cesión ajcna al objeto litigioso -y no sómetJda a la consideración del
Juzgado hasta después de dictarse Sentencia. Abundando en este raur
narniento, se dice en la sentencia que «la cesión del derecho al uso
del local litigioso en ningún momento aparece reconocido judicialmente.
ni pocUa asi hacerse al negar validez la parte aetora. a la que no puede
imponérsele sin las garanttas procedimentalcs de las fases alegatorias
y de prueba, debiendo de5cartarse nuevamente que los documentos
públicos con los que se pretende acreditar el traspaso se presentaron
después de dictarse Sentencia... por' el Juzgado de Primera Instancia,
cuando el pretendido traspaso o cesión habia t.enido lugar dos años
antes, razón por la cual el Auto recurrido se niep a pronunciarse
sobre las relaciones que pueda tener un tercero ni sobre los derechos
que ostente el mismo». Asimismo, desestimó la Sala el segundo de
los motivos. por ser de orden público y de caráCter imperativo el requisito
que establece el art. 148.2 de la LAD. escaoando al poder de disposición
de las partes y del órgano judicial. lIeganáoa precisar que «la conducta
de Buxeda roza, al menos. el fraude procesal Y. amparándose en situa­
ciones juridicas extrapmcedimentales, sólo consigna después de los
requerimientos conminatorios de la Audiencia y de esta Sala•.

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la demanda. invoca
la Entidad recurrente en amparo la vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva sin indefensión. en su vertiente de acceder al sistema
de recursos (art. 24.1 de la C.E.), que imputa al auto de la Sala Primcra
de lo Civil de la Audiencia Tcnitorial de Barcelona. de 4 de febrero
de 1987, al declarar mal admitido el recurso de apelación. y a la
Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de 7 de julio
de 1989. en cuanto desestimó el recurso de casación contra el citado
Auto. J

Alega la recurrente que la Audiencia basó su decisi6n de declarar
mal admitido el recurso de ape!sd6n. argumentación que después ha

sido asumida por el Tribunal Supremo. en el incumplimiento del requi·
sito de la consígnación o pago de las rentas vencidas en el momento
de la interposición del recurso, a pesar de que. de un lado, el arrendador
venía cobrando puntualmente sus rentas que le eran abonadas por
el nuevo arrendatario una vez traspasado el local dc negocio. y. de
otro lado, que la recurrente en amparo Uevó a efecto la -consignación
de las rentas en fecha 18 d~ diciembre de 1986 al ser requerida para
ello por la Sala. ya: que no lo habia hecho de «motu» propio al entender
que no le era de aplicaci6n el an. 148.2 de la LAU por no ostentar
la condición de arrendataria. Sostiene que la interpretación que la
Audiencia ha hecho del requisito establecido en el arto 148.2 de la
LAU constituye un atentado al principio de la tutela judicial efectiva.
pues por una simple formalidad de oportunidad temporal le ha denegado
el acceso al recurso. cuando la fmalidad que se persigue con aquel
requisito había quedado satisfecha en el presente supuesto. La decisión,
por tanto, de la Audiencia de declarar mal admitido el recurso. baséndose
en que la con~ignaciónde las rentas se habia efectuado con posterioridad
a la interposición del recurso, es un claro atentado al derecho a la
tutela judicial efectiva, en su verticnte de derecho de acceso a los
recursos. al no optar, frente a una interpretación formalista y rigurosa.
por una interpretación del art. 148.2 de laLAU conforme a la Cons­
tituCión y favorable al ejercicio del citado derecho fundamental, siendo
doctrina de este Tribunal que debe prevalecer una interpretación teleo-­
lógica o fmalista del citado precepto legal, de modo que no se convierta
en obstáculo insalvable el incumplimiento involuntario y no malicioso
de requisitos formales. siempre y cuando dichas omisiones no impidan
la buena marcha del proceso. ni afecten a la fInalidad perseguida por
el legislador, que en este caso había quedado salvaguardada,· y que
no es otra que la de ase¡urar los intereses del arrendador que ha
obtenido una Sentencia favorable, evitando que el proceso arrendaticio
sea ínstrumentalizado como una maniobra dilatoria.

Argumenta, asimismo. frente al criterio del Tribunal Supremo que
negó eficacia al traspaso del local efectuado una vez iniciado el pro­
cedimiento aludiendo al principio ul lite pendente nihil innovetur. que
el mencionado principio juridicO es de ordcn procesal y afecta úni­
camente al proceso que sé seguirá entre aetoTa y demandada. sin que
por el hecho de que haya surgido en virtud del traspaso del local
un nuevo arrendatario pueda plantearse litis consorcio pasivo necesario
ni cualquier otra excepci6n. y sin que la existencia del proceso sea
obstáculo al ejercicio de tos derechos del arren4atario, entre cUos el
del .traspaso. para euya validez en ningún caso se requiere el con·
sentimiento del propietario. Es por ello por lo Que estima que no
puede decirse que la conducta de la recurrente en amparo roza el
fraudc procesal. cuando la propia Sentencia del Tribunal Supremo TeCo-­
noce que consignó las rentas.

Por ello. suplica al Tribunal Constitucional que admita la presente
demanda y. tras la práctica de los trámites legales establecidos. se
sirva dictar Sentencia por la que se otorgue el amparo solicitado, decla­
rando la nulidad de Auto de la Sala Primera de lo Ovil de la Audiencia
Territorial de Barcelona. de 4 dc febrero de 1987. y, en consecuencia.
la de la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de 7
de julio de 1989. Por otrosi, interesó la suspensión de la ejecución
de las resoluciones judiciales impugnadas.

4. La Sección Tercera de este Tribunal. por providencia de 11
de diciembre de 1989, acordó. de conformidad con lo dispuesto en
el art. 50.3 de la LOTC, conceder a la demandante de amparo· y
al Ministerio Fiscal un plazo común de diez dias para que. con las
aportaciones documentales que procedan, fonnutasen las alegaciones
que estimasen pertinentes en relación -con la carencia manifiesta de
contenido constitucional de la demanda [art. 50.1 c) de la LOTC].

El Ministerio Ftsea1. en su escrito de alegaciones registrado con
la fecha 21 de diciembre de 1989, estimó que concoma la causa de
inadrnisión puesta de manifIesto por la Sección, ya que tanto el Auto
de la Audiencia Territorial como la Sentencia del Tnbunal Supremo
que lo conftrma son resoluciones motivadas y fundadas en Derecho
que dan respuesta adecuada a la cuestión de si el apelante cumplió
con el presupuesto procesal establecido en el arto 148.2 de la LAD.
En efecto. en el Auto impugnado la Audiencia afIrma Que queda acre-­
ditada la falta de cumplimiento por la entidad apelante del deber de
hallarse al comente en el pago de la renta en la fecha de formalización
del recurso y que ha incumplido el deber de consignar. imprescindible
para la tramitación del recurso de apelación, hasta el día 18 de diciembre
de 1986, sin que se haya subsanado tal omisión al consignar extem­
poráneamente pidiendo expresamente que no se ponga la cantídad
consignada a disposición del arrendador. Asimismo, la alegación de
que no correspondia a la entidad recurrente la obligación de acreditar
el pago o la consignación de las rentas al no tener el carácter de
arrendatario por haber ejercitado el derecho dc traspaso y ceder la

JClación arrendaticia a un tercero. tuvo adecuada respuesta tanto por
la Audiencia como por el Tribunal Supremo en sus respectivas reso­
luciones. en las que se pone de manifiesto cómo la obligaci6n de
pagar o consignar corre sólo a cargo de la pane apelante, sin que
pueda tcnerse en cuenta la validez o eficacia del traspaso por no ser
objeto del litigio. ya que la citada cuestión no fue sometida a la con·
sideración del juzgador hasta despues de dietar Sentencia.
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Finalmente. manifiesta el Ministerio Fiscal. es claro que la con·
signación 'efectuada con la reserva de que la cantidad que se consigna
no se entregue a la .parte apelada no puede considerarse bien hecha
por carecer de eficacia liberatoria. encontnindose. además. en oposición
a la fmalidad del arto 148.2 de la LAU. Que no es otra que la de
asegurar los intereses del arrendador. __evitando Que el proceso arren­
daticio sea instromentatizado como una maniobra dilatoria. en claro
petjuicio de la contraparte». segUn se dice, entre otras. en la STC
46/1989. En defmitiva,. las resoluciones impugnadas realizan una inter­
pretación del arto 148.2 de laLAU que es congruente con su espiritu
y finalidad. Que no es fonnalista ni rigurosa ni contraria a la efectividad
del derecho a la tutela judicial efectiva consagrado en el arto 24.1
de la Constitución. Por eUo. estima el Fiscal que concurre en la demanda
la causa de inadmisibilidad prevista en el art. 50.1 c) de la LOTe.

Por su parte. la entidad solicitante de amparo. en su escrito de
alegaciones r'e¡istrado con fecha de 27 de diciembre de 1989. reiteró
lo ya expuesto en el escrito de interposición del recurso y solicitó
la admisión a trámite de la demanda, pues en su consideración no
carecía de contenido constitucional.

$. Mediante providencia de 29 de, enero de 1990. la Sección Ter­
cera de este Tribunal acordó admitir a trámite la demanda de amparo.
por lo' que. en .virtud de lo dispuesto en el an. 51 de la LOTC. requirió
a la 5ala Primera del Tribunal Supremo y a la Sala Primera de lo
Civü de la Audiencia Territorial de 8areelona para que remitieran.
respectivamente. certificación o fotocopia debidamente adverada de
las actuaciones correspondientes al recurso de casación núm. 1.325187
y al recurso de apelación núm; 8 l6/86. Asimismo, acordó que por
la Sala Primera de lo Civil de la Audiencia Territorial de Barcelona
se emplazase a quienes fueron parte en el procedimiento.· a excepción
de la solicitante de amparo. para que si lo descaseQ se penonasen
en este proceso constitucional.

6. Por Auto de 26 de febrero de 1990. la Sala Segunda del Tribunal
Constitucional acordó denegar la suspensión solicitada de las reso­
luciones judiciales impugnadas.

7. Por providencia de 12 de marzo de 1990. la Sección Tercera
acusó recibo a la Sala Primera del Tribunal Supremo y a la Sala Primera
de 10 Civil de la Audiencia Territorial de Barcelona de las actuaciones
remitidas y acordó tener por comparecida en el presente recurso a
la entida<;l mercantil «Jnbu. Sociedad Anónima_. y en su nombre y
representación al Proclirador de los Tribunales don Enrique Sorribes
Torra.

Asimismo. de conformidad con lo dispt1CStO en el arto 52.1 de'la
LOTe. acordó dar vista de las actuaciones recibidas. por plazo común
de veinte cUas. a los Procuradores don Aquiles Ulrrich Dotti. en nombre
de la solicitante de amparo. y don Enrique Sorribes TOITll, en repre­
sentación de la sociedad «Inbu. Sociedad Anónima», asi como al Minis­
terio Fiscal para que pudieran presentar las alegaciones que estimaren
pertinentes.

8. La 'fCpresentación procesal de la solicitante de amparo fonnuló
alegaciones por escrito presentado el dia 3 de abril de 1990. Reiterando
los argumentos ya expuesto$ en la demanda de amparo. sostiene que
el Auto deJa Sala Primera de lo Civü de la Audiencia Territorial
de ~rcelona que declaró mal admitido el recurso de apelación, y.
en cuanto lo confmna. la Séntencia de' la Sala Primera del Tribunal
Supremo. vulnera su derecho a la tuteJajudicial efectiva sin indefensión.
ya Que efectüan una interpretación fonnalistay rigurosa del arto 148.2
de la LAU perjudicial a sus legitimos derechos: La decisión judicial
se basó en la falta de cumplimiento del requisito de la consignación
o pago de las rentas del arrendamiento al momento de la interposición
del recurso de apelación. pese a que la arrendadora había venido cobran·
do puntualmente las rentas. que eran abonadas por el tercero a Quien
se le traspasó el local de negocio. y pese a Que la entidad .recurrente
en amparo llevó a efecto la consignación de las rentas el dia 18 de
diciembre de 1986 a requeriJ::niento de la Sala. En el presente supuesto
se ha efectuado una interpretación claramente extensiva del art. 148.2
de la LAU. ya que la fmalidad que con su mandato se penigue. cual
es la de evitar que el arrendatario se valp del pleito para dilatar el
proceso y obtener un enriquecimiento -injusto y a la vez lacte tutelar
los derechos de quien ha obtenido una Sentencia favorable a sus pre­
tensiones y sin embargo se ve detenida su ejecución por el recurso.
resulta evidente que se ha cumplido. Así pues, al declaIar mal admitido
el recurso de apelación. en base a que la consignación efectuada lo
habia sido con posterioridad a la interposición del recurso. se atenta
contra el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, en su vertiente
de derecho a acceder al sistema de recursos legalmente previstos.

Considera la representación procesal de la recurrente en amparo
que el órgano judicial, conforme a la reiterada doctrina de este Tribunal
en relación al citado derecho fundamental Y. más concretamente, en
relación al arto 148.2 de la LAU. antes de decidir 'la inadmisión del
recurso de apelación, en razón del vicio advertido en su interposición.
debió interpretar aquel precepto conforme-· a- la Constitución. deter·
minando el caracter subsanable o no del defecto y otorgando. en el
caso de que fuera posible la subsanación. oportunidad a la parte para

llevar ésta a efecto. No cabe duda que la resolución judicial que se
recurre ha sido totalmente fonnalista y rigurosa al no optar por una
interpretación conforme a la Constitución del art. 148.2 de la' LAU.
favorable al ejercicio del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
en su vertiente de acceso al recurso de apelación. pues no ha tenido
en cuenta la fInalidad que se pretende lograr con el requisito establecido
en el citado precepto. que en este supuesto habia sido cumplida. por
lo que ha resultado desproporcionada la decisión de inadmisión. Por

, otra parte. estima que la Sentencia del Tribunal Supremo, al negar
la eficacia al traspaso efectuado una vez íniciado el pleito. niega al
arrendatario un derecho Que le concede la LAU y que no requiere
para su validez el consentimiento del propietario. no siendo obstáculo
la existencia del proceso para que el arrendatario pueda ejecutar sus
derechos. entre ellos el de traspaso.

En consecuencia. ¡;oncluy6 su escrito suplicando al Tribunal CQDS~
titucional que dicte Sentencia por la Que se otorgue el amparo solicitado,
declarando la nulidad del Auto de la Sala Primera de lo Civil' de
la Audiencia Tcrritorial de Barcelona. de 4 de febrero de 1987. y.
en consecuencia. la de la Sentencia de la Sala Primera del Tribúnal
Supremo. de 7 de julio de 1989. retrotrayendo las actuaciones al momeny

to anterior a aquél cn·quc por la Audiencia Territorial se declaró no
haber lugar al recurso de apelación.

9. La representación procesal de «lnbu. Sociedad Anónima». cva·
cuó el trámite de alegaciones conferido mediante escrito registrado en
este Tribunal con fecha 5 de abril de 1990. en el Que. tras relatar los
hechos que anteceden al presente proceso constitucional. manifiesta
que" la recurrente en amparo en su escrito de demanda parte de unas
premisas fácticas que no se corresponden con la realidad. En este
sentido. señala que es incierto que en el momento de la interposición
del i'ecurso de apelación por la hoy demandante de amparo, ésta o
un tercero, eBurgess Ind. Eléctrica, Sociedad Anónima». estuvieran al
corriente de pago de la renta,. ya que los intentos de pago efectuados
por ésta última fueron rechazados por su representada. que nunca
le reconoció como arrendataria porque el traspaso pretendido quedaba
viciado por la· acción resolutoria que habia entablado. de modo que
cuando se interpone el recurso de apelación y hasta la consignación
efCCr"tUada por ..Buxeda., Socie$J.d Anónima», se adeudaban por ésta
varios años de renta.. así como que tampoco es cierto que la Audiencia
Territorial no aceptara como valida la consignación efectuada finalmente
por ;¡Buxed.a, Sociedacl AnónÍ11UlJ,. simplemente por ser extemporánea,
sino porque ésta no se habia realizado en ofrecimiento de pago· al
arrendador C":'ffiO exige elart 148.2 de la LAU. Esto así. añade que
el incumplimiento por la hoy recurrente en amparo de su obligación
"de consignar las rentas en tiempo y forma no ha tenido causa en
hechos ajenos a su voluntad que pudiera justificarlos. pretendiendo
de una fonna contumaz y recalcitrante eludir voluntariamente el cum­
plimiento de su obligación procesal. por lo Que su derecho inicial a
recunir en apelación le ha sido denegado no por un motivo formal.
sino por el incumplimiento voluntario de una nonna procesal que no
puede atirma(se tenga carácter enervante o formaUsta. Ha existido un
evidente comportamiento malicioso'de la arrendataria. tendente a eludir
el cumpUmiento de una nonna imperativa. por lo que al no haber
actuado. con la diligencia debida. a conciencia plena de los riesgos
que su irregular actuación podría conllevar. la decisión de declarar
caducado o desierto el recuno es proporcional con los vicios advertidos
en su actuación y es una "medida idónea, consagrada procesalmente.
para corregirlos.

En consecuencia. conduyó su escrito. suplicando al Tribunal Cons­
titucional que dicte Sentencia denegando el amparo solicitado.

10. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional. en su escrito de
alegaciones, presentado el d1a 6 de abril de 1990. estimó Que procedia
dictar Sentencia por la que se deniegue el amparo solicitado. Tras
reproducir la doctrina recogida en las SSTC 104/1984 y 46 Y 4911989
en relación al requisito que establece el art. 148.2 de la LAU. manifiesta
Que en el presente supuesto la entidad demandante de amparo no
acreditó en la fecha de interposición del recurso de apelación tener
satisfechas las rentas vencidas o bien haber efectuado oportunamente
la consignaoión de las mismas. En efecto. del examen de las actuaciones
judiciales se infiere que en este supuesto no se trata de un mero defecto
fonnal de acreditamiento del pago de las rentas, sino del incumplimiento
de la obligación de pago que la demandante pretendió fundar en no
tener el carácter de arrendataria al· haber traspasado el local a una
tercera persona. Cuestión ésta que era ~na a la materia objeto de
controversia en el proceso y que, como se dice en la Sentencia del
Tribunal Supremo. fue sometida a considernción del juzgador después
de habene dietado Sentencia. Esta vanación del proce5o se· intentó
introducir cuando era necesario que la apelante acreditara estar al
corriente del pago de las· rentas vencidas como requisito previo para
interponer recurso de apelación. en cumplimiento de lo dispuesto en
el arto 148.2 de la LAU. Si bien el Juzgado de Instancia admitió el
recurso por considerar válido y eficaz el traspaso, dicho crlt~rio fue
rechazado por la Audiencia Territoriai por considerar que la parte
apelante era precisamente «:Bl1Xe'1a. Sociedad Anónima~. y ninguna
otra. por lo que la carga proces;;: de aéreditar el pago de ías rentas
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y la obligación material de satisfacerlas. mientras no se haya pronunciado
otra cosa, corría indudablemente a su cargo. Y efectivamente así era
porque en otro caso hubiera supuesto modificar extemporáneamente
el objeto del proceso e iacumplir, lo dispuesto en el 8ft. 148.2 de
la LAV. que es al apelante a quien impone la obligación de acreditar
el pago de las rentas. Queda claro. pues. que laapelante cuando interpuso
el recurso de apelación no estaba al corriente del pago de las rentas
y' el pago que trató de efectuar una tercera entidad. scomo supuesta
cesionaria del contrato. no fue aceptado 'por la arrendadora, incum·
pliéndose por tanto el requisito procesal establecido en el arto 148.2
de la LAU. que es de orden público procesal. de derecho necesario
y por eIJo no sometido al poder de disposición de las partes.

Defecto procesal que no quedó subsanado con la consignación efe»
tuada en cumplimiento del requerimiento hecho por la Audiencia De
un lado. porque la consignación misma lo que acredita es Que al momen­
to de interponer el recurso la apelante no estaba al corrie=nte de pago
de las rentas. hecho éste que condiciona la válida interposición del
recurso. y de otro. porque la consignación tal como fue hecha carecía
de poder liberatorio. no pudiendo equipararse al pago de las .¡entas.
La consignación aparece en el orden material como una forma especial
de pago o como un -sustitutivo del pago por la que el deudor. por
medio del órgano judicial, pone a disposición del acreedor la prestación
debida (art. 1.178 C.E.). pero para que tenga plena eficacia liberatoria
deberá reunir los requisitos del pago (art. 1.177. párrafo 2. del C.C.).
como son los de identidad, integridad e indivisibilidad de la prestación
y hacerse sin quedar sometida a condición. cualesquiera que seB"SU
clase. Pues bien. en este caso, la consignación de las rentas. además
de extemporánea. carecía de poder liberatorio porque no se hizo como
pago o cumplimiento de -las prestaciones debidas. sino a los solos
efectos de cumplir con el requerimiento. pero con la petición. como
asi consta en el escrito del apelante de 18 de diciembre de 1986.
de que la cantidad consignada no se entregue a la arrendadora. sino
que se devuelva a la entidad consignante. En estas condiciones. la
consignación no puede surtir tos efectos det pago ni por tanto cumplir
la fmalidad que se deriva de lo dispuesto en el arto 148.2 de la LAU.

11. Por providencia de 28 de julio de 1992. se señaló para deli·
beración y votación de la presente Sentencia el día 14 de septiembre
siguiente.

TI. F1UUIameatos Juridkos

l. La cuestión suscitada en el pteSCDte recurso de amparo consiste
en detenninar si ha resultado vulnerado el derecho a la tutela judicial
efectiva reconocido en el art. 24.1 de la COnstitución. en su vertiente
de derecho a acceder al sistema de- recursos. COmo consecuencia de
haber declarado en su Auto la Sala Ptimera de lo Civil de la hoy
desaparecida -Audiencia Territorial de -Barcelona. confumando en casa­
ción por la sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supremo, mal
admitido el recurso de apelación fonnulado por la entidad demandante
de amparo contra la Sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia en autos sobre resolución de contrato de arrendamiento de
local de negocio y. por consi¡uiente. fmne la resolución judicial recurri­
da, por no haber cumplido la solicitante de amparo el requisito esta­
blecido en el art.. 148.2 de la Ley de Arrendamientos Urbanos (LAU).
que exige al inquilino o arrendatario, para que puedan usar de los
recursos que les reconoce la propia Ley. el previo pago o la consignación
de las rentas vencidas cuando el proceso lleve aparejado el lanzamiento.

2. Cuestiones semejantes a ésta ya han &ido planteadas Yabordadas
por este Tribunal en numerosas resoluciones. que confonnan un cuerpo
jurisprodencial-consolidado. entre cuyas Ultimas eXDJ'eSiones cabe men­
cionar las SSTC 46/1989, 4911992, 62/1989, 121/1990, 3111992 Y
51/1992. En las citadas Sentencias. partiendo de la doctrina de que
el acceso a ,los recursos fonrnt parte mte¡:rante del derecho a la tutela
judicial efectiva, sarantizado por el art. 24.1 de la Constitución. el
cual no padece si se obtiene una resolución de Jnadmisión del recuno
por incumplimiento de los requisitos 1eples establecidos (SSTC
3711982. 1911983. 6311983. 5911988 Y 3611989). se ha sentado que.
a lá bota de interpretar y aplicar tales requisitos. los Trihanales están
obligados a hacerlo en el sentido más favorable a la ef~vidad de
ese derecho. evitando' formalismos contrBrios al espíritu' y fmalidad
de la norma y la conversión de cualquier irregularidad en un obstáculo
insalvable para la prosecución del proceso. de modo que al examinar
el cumplimiento de los requisitos procesales. los 6rpnos judiciales esti:n
obligados a ponderar la entidad real del Vicio advertido, en relación
con la sanción del cierre del proceso Y. además. a pennitif. en la medida
de lo posible su subsanación.

Mas concretamente, por lo que se reftere a la necesidad de acreditar
el pago o consignación de las rentas vencidas para la válida interposición
y sustanciación de los recursos planteados en los procesos arrendaticios.
según exigen tanto la LAU (art. 148.2) como la L.E.c. (art. 1.566).
este Tribunal, en las citadas resoluciones, ha considerado justificadas
dichas exigencias legales por su objeto consi5U'nte en evitar que el
arrendatario se va.l¡a del pleito para dejar de satisfacer la fenta durante
la tramitación del mismo (STe 104,' ?84). pero también ha manifestado

que debe prevalecer una interpretaGión fmalista o teleológica de dichas
normas que tenga presente el sentido de las formas en el proceso
y no convierta en obstáculo insalvable el incumplimiento involuntario
y no malicioso de requisitos fonnales, siempre y cuando tales omisiones
no impidan la marcha del proceso ni afecten a la finalidad perseguida
por el legislador, que es la de asegurar los intereses del arrendador
que ha obtenido una Sentencia favorabl~ evitando que el proceso arren­
daticio -y el derecho del arrendatario a accede." al sistemt.. de recursos
legalmente establecido- sea inStrumentalizado como una maniobra dila~

toria en claro perjuicio de la contraparte (SSTC 46/1989. 31 Y51! 1992).
En este sentido. y según la referida doctrina de este Tribunal. aunque
el tenor literal del 8ft. 148.2 de la LAU, y lo mismo haboa que decir
del art. 1.566 de la L.E.C. permite W18 interpretación automatica y
rigurosa que lleve a considerar inescindible la exigencia del pago o
consignación de las rentas y la simple acreditación, unaánterpretaeión
teleológica y fmaUsta de tales normas en el sentido antes apuntado
obliga a distinguir entre el hecho del pago o consignación previa al
recu=y su acreditación (SSTC 46/1989. 4911989 Y 6211989.
12111990 Y 3111992 y 5111992). En efecto. la prueba de que ese
pago o consignación se ha realizado constituye un simple requisito
formal. cuyos eventuales defectos son susceptibles de subsanación. p~o
tal no es el caso respecto del hecho mismo del pago o consignación
de las rentas vencidas. que viene a cumplir una fInalidad cautelar y
de legítima salvaguardia de los intereses del arrendador. conftgurándose,
por tanto. según lo previsto en.el art. 148.2 de la LAU y como tiene
manifestado este Tribunal en las Sentencias citadas. como un requisito
esencial para el acceso al recurso. de modo que la exigencia. para
la admisibilidad del recurso y la emisión de una resolución sobre el
fondo del mismo. de Que efectivamente ese pago o consignación se
haya efectuado. no resulta un fonnalismo desproporcionado. sino una
via razonable y adecuada para garantizar los intereses del arrendador
(SSTC 12111990.5111992).

3. Hemos de examinar. pues, a la luz de la doctrina constitucional
expuesta. si en el presente supuesto la decisión de.la Audiencia Terri­
torial. que vino a confumar el Tribunal Supremo al desestimar el recurso
de casación. de declarar mal admitido el recurso de apelación y decretar
la ftrmeza de la Sentencia apelada ha vulnerado el derecho de la recurren­
te en amparo a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.). Decisión
que la Audiencia Territorial adoptó por estimar que. acreditado que
la apelante no se encontraba al corriente en el pago de _la renta arren­
daticia y no habia cumplido con la-obligación de consignar las rentas
vencidas en el momento de la interposición del recurso de apelación.
el incumplimiento del citado requisito procesal no~ considerarse
subsanado por la consignación efectuada ante la Sala a requerimiento
de ésta, porque dicha consignación habia sido realizada con la petición
expresa de que en ningún caso fuera entregada a la parte apelada
la cantidad consignada. Asi pues. la entidad hoy demandante en amparo
se ha visto privada del recurso de apelación no por la falta de pago
o consignación de las rentas vencidas al interponer el recurso. sino
por no haber subsanado debidamente tal omisión. dado el modo en
que efectuó la consignación en segunda instancia. '

A la Vista de las cireunstanciass expuestas. y de acuerdo con la
doctrina constitucional de la que se ha dejado constancia en el fun­
damento juridico precedente. no cabe estimar que se haya producido
la vulneración alegada del derecho a la tutela judicial efectiva. En efecto.
frente al carácter formalista y rigurosó con el que la demandante de
amparo califica la interpretación que del art. 148.2 de la LAU llevó
a cabo la Audiencia Territorial, es evidente que en el caso ahora con-­
templado el órgano judicial no realizó una interpretaci6n conlra cons­
lilutionem del citado precepto legal. La Audiencia Territorial. acredita
la circunstancia de que la TCCUJTCDte en el momento de la interposición
del recurso de apelación no se hallaba al corriente de pago de las ren­
tas vencidas ni habia consignado su importe, en vez de ·declarar
sin más mal admitido el recurso por el incumplimiento de un requisito
esencial e insubsanable para el acceso al mismo. ofreció a aquélla
la posibiüdad de abonar las rentas vencidas o consgínar su importe
extemportmeamente. Pese a esta tolerancia del órpno judicial la
recurrente en amparo no efectuó sino una apariencia de consignación.
puesto que la hizo con la petición expresa de que en ningún caso
se· entrqase a la artendadora la cantidad consignada. A la vista de
eno. no ppede considerarse atentatorio al derecho a la tutela judicial
el que ,los órganos jurisdiccionales estimasen que. en las condiciones
en que fue realizada. la consignación Uevada a cabo· por la rccwTente
en amparo en atención al requerimiento de la Audiencia carecía de
efecto überatorio para el arrendatario-deudor. al no poner a disposición
del arrendador-acreedor la cantidad objeto de consignación, Y. por eUo.
no podía equipararse al pago de las rentas, ni surtir los efectos de
éste. ni. en defmitiva. cumplir la fmalidad cautelar Y de legitima sal­
vaguardia de los intereses delarRndador que se persigue con el requisito
que se establece en el arto 148.2 de la LAU para el acceso al. recurso
en los· procesos arrendaticios. La Audiencía Tenitorial al declamr mal
admitido el recurso y decretar la firmeza de la Sentencia apelada. por
no haberse cumplido los requisitos necesarios para su planteamiento.
pese a la posibilidad otorgada a la recurrente. viene a efectuar una
interpretación del.art. 148.2 de la LAU Que en modo alguno puede
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calificarse de formalista y rigurosa, estimando. de acuerdo con la fina~

lidad de la Ley, la presencia de un obstáculo procesal. no despro­
porcionado ni arbitrario. para emitir una resolución de fondo. por lo
que no cabe apreciar en el presente supuesto que la Audiencia Territorial
impidiera injustificadamente el acceso a un recurso previsto por la
Ley, ni vulnerara el derecho a la tutela judicial efectiva de la demandante
en amparo. Si ésta se ha.visto privada del recurso de apelación. eUo
ha sido consecuencia de su voluntaria y negligente conducta procesal.
al desaprovechar la oportunidad que le concedió el órgano judicial
de subsanar extemporaneamente la omisión' de un requisito procesal
cuyo cumplimiento le era cxi¡ible para el acceso al recurso.

La recwTente en amparo pretende justificar su comportamiento pro­
cesal. reiterando ante esta sede la alegación ya expuesta ante los órganos
judiciales ordinarios de que no le correspondia la obligación de cumplir
el requisito del alt. 148.2 de la LAU al no tener la condición de
arrendataria en el momento de interponer el recurso de apelación.
por haber ejercitado ya iniciado el proceso arrendaticio el derecho
de traspaso y haber cedido la relación arrendaticia a un tercero. cuya
validez fue negada por la parte apelada. quien por este motivo rechazó
el:pago de la renta que pretendía efectuar el cesionario. Pero la cuestión
de si la norma contenida en el art. 148.2 de la LAU es apUcable
o no al arrendatario-demandado que durante la tramitación del pleito

en primera instancia ha perdido la condición de tal por haber traspasado
el local arrendado. afecta a la interpretación de un precepto legal que
es competencia exclusiva de los órganos judiciales (art. 117.3 CE.)
Y en la que este Tribuna! no puede ni debe entrar, y sobre este punto
se pronunciaron expresa y razonadamente la Audiencia Territorial. y
el Tribunal Supremo; sin que colTesponda a este Tribunal corregir
o revisar su decisión.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR
LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por<tBuxeda. Sociedad Anón4na».

PubUquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a catorce de septiembre de mil novecientos noventa
y dos..-Luis López Guerra.-AIvaro Rodriguez Bereijo.-José Gabaldón
L6pez.-JuUo González Campos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Firmados y
rubricados.

SENTENCIA

la siguiente

La SaJa Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Luis L6pcz Guena. Presidente; don Alvaro RodrIguez Bereijo, don
José Gabaldón López, don Julio González Campos y don CarIes Viver
Pl-Sunyer. Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

22885· 'Sa/~ Segunda. Sentenciá JJ6//992. de 14 de septiembre.
Recurso de amparo 2/77//989. 'Contra providencia del
Juzgado de lo Social núm. 7 de Madrid. Extemporaneidm/
dt la demanda •

e) «No cabe duda de que los hechos expuestos no pueden conducir
a la entrega de un vehículo... con precipitación e irregularidades pro­
cesales... y muy concretamente negar hasta el dia 5 de julio (sic) pasado
la posibilidad de ejercitar acción alguna. cuando es evidente que hasta
el 3 de julio pudo recunirse».

3. La dem3.nda de amparo invoca el art. 24.1 e.E.:

a) Parece evidente que la firmeza del Auto de adjudicación del
automóvil en cuestión es de fecha 27 de junio pasado. el mismo dia
en que el representante de «GerpubUx. Sociedad Anónima». recoge
el automóvil y paga la factura. siendo instantes después del referido
pago cuando se le informa que no puede sacar el automóvil· dado
que se encuentra embargado y con una_oroen de precinto de la Guardia
Civil.

En el recurso de amparo núm. 2177/1989. interpuesto por «Qer­
publix. Sociedad Anónima». representada por el Procurador don Rafael
Ortiz de,Solorzano y Arbcx y asistida del Letrado don Esteban González
Rovira contra providencia del Juzpdo de lo Soéia! núm. 7de Madrid.
de 2 de octubre de 1989. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha
sido Ponente el·Magistrado'don José ~dón López. quien expresa.
el parecer de la Sala. ' ,'.

l. Anteeetleates

l. Poi escrito presentado el 6 de noviembre de 1989 en el Registro
de este Tribunal. don Rafael Ortíz de Solorzano y Arbex. Procurador
de los Tribunales. interpusO. en nombre y representación de «Gerpublix,
Sqciedad Anónima». recurso de amparo coritra providencia del Juzgado
de lo Social núm. 7 de Madrid de 2 de octubre·de 1989.

2. La demanda se fundamenta en los· siguientes antecedentes:

a) «Gerpublix, Sociedad Anónima». ha tenido noticia el 27 de
junio de 1989 del embargo decretado por el Juzgado de lo Social
núm. 7 de Madrid sobre un vehiculo de su propiedad' cuando su Admi·
nistrador general intentó retirarlo de un taller tras abonar una reparación
valorada en 1.179.029 pesetas.

b} Dicho embargo parece ser ,consecuencia -de las actuaciones
seguidas en el citado Juzgado correspondientes al procedimiento núm.
1.441/t987 y ejecutoria 106/1988. habiendo sido informada verbal­
mente la recurrentede que la adjudicación del vehiculo ha correspondido
a don Fernando González Jiménez.

c} El dia 27 de junio se ralizaron determinadas gestiones. tele­
fónicas y por comparecencia, ante el Juzgado de lo Social. siendo
infonnada la recurrente de la ftrmeza· del Auto de adjudicación. El
3 de julio compareció el Letrado de la recurrente 4!siéndole comunicado
que el 30 de junio habia fmalizado cualquier plazo para interponer
recurso alguno•.

d) La recurrente señala que el vehiculo embargado permanecia
en el taller desde el 30 de mayo. sin conocimiento del embargo por
su partc:. habiéndose aguardado hasta el abono de la reparación «para
llamar en ese instante a la Guardia CivílJ., Por otro lado. las reparaciones
y las mejoras introducidas en el vehiculo no han sido valoradas en
el peritaje.

b) Ha quedado demostrado que aurante todo el proceso no se
ha notificado a ó1Gerpublix, Sociedad Anónima». en su domicilio social
de Barcelona, la Sentencia recaída en el procedimiento seguido ante
el Juzgado de lo Social. nUm. 7 de Madrid. con la importancia que
las notifieaciones. en general. tienen en relación con el derecho fun·
damental a la tutela judit.iaI efectiva, sin sufrir indefensión. Derecho
fundamental que, según reiterada jurisprudencia constitucional no se
satisface sólo con el cumplimiento de las formalidades legales «sino
que exige una actUación positiva del órgano judicial. que tienda a ase­
gurar la efectividad del' acto de comu~cación".

c}-Porotro lado;'del'relato,t8tico se desprenden «unas extrañas
circunstancias por las que tras la subasta y adjudicación del automóvil
en cuestíOn.· se conoce la posesión' del mismo por el representante
legal de "Gerpublix, Sociedad Anónima". al que se vigila. esperando
pague la importante factllI'lP-. Es en ese preciso momento cuando se
tiene conocimiento del embargo y. aunque se comparece de inmediato
intentando consignar la cantidad tasada en la ejecucion. no se obtiene
-este beneficio por un «extraño celo» del funcionario encargado de las
ejecutorias. sin que la Magistrada haya recibido a los representantes
de la recurrente a pesar de todas estas anomalías. En consecuencia.
en el convencimiento de existir «graves irregularidades» en el proceso
de adjudicación «a favor de un subastero que presumiblemente cederá
a un tercero»,. es preciso acudir en amparo ante el Tribunal Cons·
tiNcwnal. .

d) Se soUdta de este Tribunal que. tras seguir el procedimiento.
se dicte· sentencia concediendo el amparo Solicitado y. en su virtud.
se decrete la nuUdadde la resolución impugnada «y de todas aqueUas
anteriores que han producido la indefensión en el conocímiento del
Auto de adjudicación del vehícul.o,. así como que se declare da posi­
bilidad de enervar la adjudicación mediante la consignadon de las
cantidades a las que fue condenada "Gerpublix.. Sociedad Anónima".
en ejecución de la referida Sentencía•. Asimismo se solicita la suspensión
de la adjudicación del automóvil

4. En providencia de 20 de noviembre de 1989. la Sección Tercera
de este Tribunal acuerda. de confonndidad con el arto 50.5 LOTC.
conceder a la recurrente plazo de diez dias para acredi4U" fehacien·
temente la fecha de notificación de la Última resoiución recaída. En
posterior providencia de 12 de febrero de 1990. la Sección acuerda.
coníorme al art. 50.3 LOTe. conceder al demandante de amparo y
al Ministerio Fiscal plazo común de diez días para la realización de


